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Señora Representante María José Olivera. 
Doctor Daniel Hugo Martins 


Señor Horacio Capdebila. 


PROSECRETARIA: Señora Lilián Fernández Cítera. 


SEÑORA PRESIDENTA (Susana Pereyra).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Dese cuenta de los asuntos entrados. 


(Se lee) 


La Comisión tiene el gusto de recibir al doctor Daniel Hugo Martins para considerar el tema que nos 
convoca: directrices nacionales de ordenamiento territorial y desarrollo sostenible. La convocatoria fue hecha 
a solicitud de la bancada del Partido Nacional y el resto de la Comisión se hizo eco. 


SEÑOR OLIVERA (Nicolás).- Damos la bienvenida al doctor Daniel Hugo Martins, quien es un 
referente en temas vinculados al Derecho Público, Derecho Administrativo, más precisamente en lo que 
tiene que ver con los gobiernos departamentales y locales. Es un acérrimo defensor de las autonomías. 


Sabemos que ni bien se aprobó la Ley N” 18.308, fue uno de los primeros que salió al cruce con un trabajo 
que luego editó. Fue una de las primeras opiniones que se dio a conocer en el medio local. 


Solicitamos su convocatoria debido a que la Comisión tiene en su mesa de trabajo un proyecto de ley sobre 
directrices nacionales de ordenamiento territorial y desarrollo sostenible. Hay voluntad de aprobarlo, pero a 
nosotros nos gustaría contar con su opinión. Más allá de un marco general, nos preocupa cómo se conjugan 
estas directrices que entendemos que en algunos aspectos consolidan o reconocen a título expreso lo que es el 
centralismo metropolitano o montevideano, es decir, la ventaja comparativa que tiene la capital del país. 
Como ya existe en los hechos, este Parlamento, a través de los distintos instrumentos que vaya aprobando, 
tiene que acortar esa brecha de desigualdad que se genera entre Montevideo y el interior, sobre todo en 
cuanto a los servicios y a las inversiones; por un tema de cercanía con la capital los inversores optan por 
radicarse en la zona metropolitana. Asimismo, la gente no solo emigra del campo a las ciudades del interior, 
sino también de las ciudades a Montevideo, engrosando los cinturones de pobreza. 


En el artículo 11 de este proyecto de ley se reconoce a título expreso lo que sería ese centralismo, porque a 
partir de su aprobación estaríamos diciendo al Estado que direccione sus políticas para fortalecer esa zona 
metropolitana y montevideana. Esta Comisión luego estudiará y profundizará ese articulado, pero nos 
gustaría contar con la opinión del doctor Martins, como conocedor de la realidad local y defensor de esas 
autonomías, respecto a la compatibilidad de esta iniciativa con los preceptos previstos en la Constitución. 


Teniendo en cuenta su experiencia, nos interesaría saber si puede aportar otros modelos -en función del 
estudio comparativo con otros derechos- para fortalecer las capacidades del interior -disculpe que sea 
reiterativo pero venimos del interior y conocemos y sufrimos esa diferencia que hay- y que queden plasmadas 
en este instrumento, a efectos de no seguir generando inequidades. 


De acuerdo con la Ley N* 18.308 hay que sancionar estas directrices nacionales. En el último quinquenio 
sobre todo, los gobiernos departamentales se vieron en una encrucijada, debido a que sus pobladores 
reclaman soluciones de Mevir. El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
expresó que hasta que los distintos departamentos no aprobaran sus directrices no se podía radicar ningún 
nucleamiento de vivienda. Sin ningún tipo de salida, los gobiernos departamentales orientaron su política a 
definir las directrices departamentales, lo que está bien; ordenar el territorio en ese sentido es algo que 
valoramos. La Ley N* 18.308 expresa que una vez sancionadas las directrices nacionales, las directrices 
departamentales se tendrán que ajustar a aquéllas. Vemos que se antepuso el buey a la carreta. Si se aprueba 
este proyecto, muchos de esos instrumentos departamentales podrían perder vigencia. Lo lógico hubiera sido 
contar con las directrices nacionales y luego las departamentales en consonancia, pero se dio a la inversa. 
Esto puede generar distorsiones en lo que tiene que ver con las competencias nacionales y departamentales, 
por lo que nos gustaría conocer su opinión al respecto. 


No sé si está a su alcance atender nuestras consideraciones políticas, pero nos interesa seguir fortaleciendo 
las capacidades urbanas en Mevir. Según la norma, se debe seguir construyendo en lugares donde ya existen 
esos núcleos, lo que cerraría la posibilidad a nuevos pueblos que tienen su identidad y aspiran a tener un 
núcleo de Mevir. Es una política ya existente, pero ahora quedaría a título expreso. 


SEÑOR MARTINS (Daniel).- Agradezco a la Comisión que pueda exponer mi punto de vista sobre este 
tema tan importante para el desarrollo del país. 


Voy a dividir mi exposición en tres partes. En la primera voy a señalar la inconveniencia que tiene haber 
aprobado la Ley N* 18.038; en la segunda parte voy a manifestar que esa ley tiene muchos aspectos de 
inconstitucionalidad, ya que viola el principio de separación de poderes y también la autonomía 
departamental; y en la tercera parte haré un análisis sintético de cada artículo del proyecto de ley que tienen a 
consideración. 


Como el señor diputado expresó, soy autor de un libro denominado Ordenamiento territorial donde analizo 
artículo por artículo esa disposición. En ese libro señalo los distintos planes en el derecho comparado, sin 
olvidar que en Montevideo desde 1930 hay un plan regulador y en 1998 se aplicó el POT, plan de 
ordenamiento territorial. O sea que con anterioridad a que se aprobara la Ley N* 18.308 los gobiernos 
departamentales eran competentes para dictar los planes reguladores de la ciudad. 


La inconveniencia de la Ley N* 18.308 es que fue copiada de la ley española de 1990, opinión que reitero en 
el libro El avasallamiento legislativo de la autonomía departamental en el siglo XXI, de 2012. 


La ley española de 1990, tomada como modelo, se basa en la ley de 1956, que fue un rotundo fracaso, como 
lo expresan García de Enterría, catedrático número uno en ese país -recientemente fallecido-, y Parejo 
Alfonso en el libro Lecciones de derecho urbanístico, de 1981. Idéntica opinión exponen Ramón Parada en su 
libro Derecho urbanístico de 1999 y Alfonso Timón en Introducción al derecho urbanístico, de 2008. 


García de Enterría y Parejo Alfonso afirman que “comenzó por no ser de fácil compresión para los Órganos 
aplicativos, especialmente para los Ayuntamientos. Surge luego la tesis de que su aplicación resulta imposible 
en tanto no se dicte el Reglamento de la misma [...] El proceso de entrada en las costumbres, imprescindible 
para la plena efectividad [...] ha sido penoso y aún dista de haberse consumado”. 


“La discrecionalidad de la potestad de planeamiento” -sostienen- “era, en la ley de 1956, prácticamente 
ilimitada, lo que condujo de hecho [...] a unos resultados francamente deficientes, cuando no desastrosos, que 
a la vista y en la mente de todos están”. 


Hasta 1975, en que se le introducen importantes modificaciones, hubo diversas reformas parciales -lo que 
indica que no era una ley adecuada-: en 1963, sobre espacios libres y sobre valoración de terrenos; en 1971, 
disponiendo la liberación de terrenos sujetos a expropiación y, en 1975, sobre protección de espacios 
naturales. 


También se dictaron leyes especiales para Madrid y Barcelona: para las zonas y centros de interés turístico; 
para el desarrollo industrial y para zonas militares. 


Ramón Parada afirma: “El fracaso de la ley de suelos no pudo ser más esplendoroso, como quedó claramente 
reflejado en la Exposición de Motivos de la ley 19/1975, de 2 de mayo, que dice: 'El examen de la situación 
urbanística española permite concluir que, a pesar de los esfuerzos de gestión realizados en los últimos años y 
de las cuantiosas sumas invertidas para regular el mercado del suelo, el proceso de desarrollo urbano se 
caracteriza en general, por la densificación congestiva de los cascos centrales de las ciudades, el desorden de 
la periferia, la indisciplina urbanística, los precios crecientes e injustificados del suelo apto para el 
crecimiento de las ciudades. Dicha escasez viene determinada fundamentalmente por los propios planes 
cuando califican como apto para el desarrollo una cantidad de suelos insuficiente para atender en condiciones 
razonables de competencia las necesidades de la demanda, por el déficit acumulado de infraestructuras 
primarias y secundarias [...] y por una norma de ejecución de los planes que no ha acertado coordinar las 
inversiones públicas y las privadas ni hacer compatibles la agilidad en la actuación y la justicia en la 
distribución de beneficios y cargas” 


El profesor valenciano Alfonso Timón es de la misma opinión: “La ley de suelos de 1956 sufrió algunos 
tropiezos importantes durante su vigencia [...] el legislador estatal, procedió a aprobar una nueva norma 
urbanística en 1990, que modifica profundamente el Texto Refundido de 1976 y autoriza aprobar un nuevo 
texto refundido. Ese texto se aprueba en 1992 [...] A partir de ese momento se abre la Caja de Pandora. Las 
Comunidades Autónomas no aceptan la competencia del Estado para aprobar un texto de más de trescientos 
artículos en materia urbanística, varios interponen recursos de inconstitucionalidad contra el texto de 1990 y 
el de 1992. Estos recursos son resueltos por la sentencia 61/1997, de 20 de marzo, pronunciamiento de 
extraordinaria importancia y complejidad [...] El Tribunal Constitucional declara inconstitucionales dos 
terceras partes del texto de 1992 y deja vigentes aquellos preceptos que tienen como objetivo básico 
garantizar la igualdad del derecho de propiedad urbana en todo el territorio nacional [...] Tras este 
controvertido y polémico pronunciamiento del Tribunal Constitucional, el Estado se ve obligado a aprobar 
una nueva norma urbanística estatal, la ley 6/1998, de 13 de abril, sustituida por la ley 8/2007, de 26 de 
mayo, que introduce un planteamiento radicalmente distinto al de su antecesora y que se completa con la 
reciente aprobación del texto refundido de la ley de suelo [...] La nueva ley estatal de suelo aprobada en 
mayo de 2007 [...] no parece que vaya a acabar dichas disputas. De hecho, son varias las Comunidades que, 
como se ha señalado, han interpuesto recurso de inconstitucionalidad contra la norma de 2007 [...]”. 


Quiero aclarar que en España, cuando se declara inconstitucional una ley queda derogada, a diferencia de 
Uruguay, donde solamente se aplica para el caso concreto entre las partes. 


“Teóricamente” -sostiene González- Varas Ibáñez- “la política de liberalización en la que se inspira la ley de 
1998 viene a decirnos que la concepción tradicional del urbanismo basada en la idea del plan y en el régimen 
estatutario del derecho de propiedad, es el origen de ciertos problemas de índole práctica, tales como el 
encarecimiento de la vivienda y el proceso de especulación del suelo, característico entre nosotros. Desde 
este punto de vista, la liberación vendría a aportar más suelo (una vez que queda roto el muro ficticio 
establecido, conforme a la configuración tradicional del planeamiento, por el propio plan), con la 
consecuencia del abaratamiento de la vivienda conforme a un principio elemental de oferta y de demanda. Se 
trata de crear más suelo urbanizable, esencialmente todo aquel que no sea preciso preservar en razón de los 
criterios establecidos” en la ley. 


La Ley N” 18.308 es inconstitucional al haber tomado como modelo, casi a la letra, la legislación española. 
La Constitución uruguaya difiere de la Constitución española. La Constitución española de 1978 establece 
que “la función social de la propiedad delimitará su contenido de acuerdo con las leyes” y que los poderes 
públicos establecerán las normas pertinentes “regulando la utilización del suelo con el interés general para 
impedir la especulación” y “la comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los 
entes públicos “. 


En cambio, la Constitución uruguaya establece que “los habitantes de la República tienen derecho a ser 
protegidos en el goce de su propiedad” y que “la propiedad es inviolable, pero sujeta a lo que dispongan las 
leyes que se establecieren por razones de interés general”. 


En consecuencia, el principio es diametralmente opuesto al de la Constitución española: en ésta el contenido 
de la propiedad lo establecen las leyes y en la uruguaya, el contenido de la propiedad es inviolable, inherente 
a la personalidad humana y sólo mediante leyes, dictadas con base en el interés general, puede ser limitada. 


La Constitución uruguaya no autoriza a participar en la plusvalía que genere la acción urbanística estatal, 
como lo hace la española. 


La Constitución española reserva al Estado la potestad de legislar sobre ciertos temas de ordenación del 
territorio y urbanismo, mientras que la Constitución uruguaya dispone que el “el gobierno y la administración 
de los departamentos, con excepción de los servicios de seguridad pública, serán regidos por una Junta 
Departamental (que ejercerá las funciones legislativas en el Gobierno Departamental, las que tendrán fuerza 
de ley en su jurisdicción) y un Intendente (al que corresponden las funciones ejecutivas y administrativas en 
el Gobierno Departamental)”. 


Establecer la ordenación del territorio departamental y el urbanismo de sus ciudades, corresponde al gobierno 
departamental, no pudiendo la ley lesionar la autonomía del departamento. 


El proyecto del Poder Ejecutivo de 11 de setiembre de 2006 -que luego se convirtió en la ley N* 18.308 -, se 
inspiró en la legislación española de 1990, por lo que no tuvo en cuenta las sentencias del Tribunal 
Constitucional Español de 1997, que anulara buena parte de esa legislación. Tampoco tuvo en cuenta las 
modificaciones de 1997 y 1998, que introdujeron medidas liberalizadoras en el régimen entonces vigente; ni 
la sentencia del Tribunal Constitucional de 2001 que anuló buena parte de la ley de 1998. 


Tampoco tuvo en cuenta la ley de julio de 2007 y las críticas que en la exposición de motivos se hace a la 
legislación española de ordenación del territorio. 


La constante modificación de la legislación urbanística echa por tierra la ilusión de los planificadores de que 
fijan normas duraderas. 


El ejemplo francés es típico: los planes urbanísticos aparecieron con la ley de 1919, modificada en 1935 y 
1943. De Laubadere -en su Tratado Elemental de Derecho Administrativo- dice que la ley de 1943 fue 
profundamente modificada, porque los planes quedaban rápidamente desactualizados por la evolución de los 
hechos y, frecuentemente, debían ser revisados o transgredidos por derogaciones. 


Por otra parte, las necesidades colectivas insatisfechas rompen los moldes de la planificación. Ello sucede en 
Montevideo y en las ciudades del interior donde las familias que no pueden edificar ni alquilar en zona 
urbana se mudan a asentamientos irregulares. También ocurre lo mismo con las viviendas construidas en 


zonas inundables. Ello está prohibido en la ley orgánica de los gobiernos departamentales de 1935 -hace 
ochenta años -, pero se siguen construyendo. 


Voy a mencionar algunas disposiciones inconstitucionales de la Ley N* 18.308. 


De mi trabajo La supremacía de la Constitución y la ley de ordenamiento territorial, voy a destacar los 
siguientes párrafos. Sobre la supremacía de la Constitución: “En nuestro ordenamiento jurídico, la 
supremacía de la Constitución sobre las leyes surge inequívocamente de los artículos 329, 256 y de la sección 
VII, que reglamenta la proposición, la discusión, la sanción y la promulgación de las leyes. 


El artículo 329 determina la supremacía de la Constitución sobre las leyes anteriores a su vigencia, las que 
continuarán 'en su fuerza y vigor", 'en todas las materias y puntos que no se opongan a esta Constitución". Si 
se oponen, pierden su 'fuerza y vigor, es decir, quedan automáticamente derogadas. 


El artículo 256 establece que 'Las leyes podrán ser declaradas inconstitucionales por razón de forma y de 
contenido', de donde se deduce la superioridad de la Constitución respecto de las leyes que se dictaren 
después de su vigencia”. 


Cajarville afirma que “nuestro régimen jurídico configura un ordenamiento sistemático en que todas las 
normas están estructuradas jerárquicamente de manera tal que las superiores determinan tanto el 
procedimiento de perfeccionamiento, como, en cierta medida y con márgenes variables, el contenido de las 
inferiores. En esa estructura deben incorporarse los principios generales que la Constitución y la ley 
incorporan a ese ordenamiento. 


En cuanto al 'contenido', las leyes no pueden modificar lo preceptuado en la Constitución, ni desconocer los 
"derechos, deberes y garantías' no enumerados en ella, que son inherentes a la personalidad humana o se 
derivan de la forma republicana de gobierno”. 


Risso Ferrand se pregunta hasta dónde puede llegar el legislador en su facultad de establecer “limitaciones” 
motivadas en razones de interés general y cuándo el ejercicio de esa potestad se tornará inconstitucional. 


Sostiene que para determinar el límite infranqueable para el legislador debe recurrirse a las nociones de 
““desnaturalización del derecho” y “contenido esencial del derecho” que nos brinda el derecho comparado y la 
jurisprudencia extranjera. 


“No es admisible” -dice- “que con sucesivas limitaciones al derecho consagrado se termine desnaturalizando 
el derecho preexistente”. 


“También encontramos límites a las potestades del legislador” -agrega- “que se encuentran implícitos en la 
Constitución. Esto ocurre normalmente con los principios generales de la Constitución y con la propia 
regulación de otros derechos humanos que actúa como una suerte de freno para la limitación. 


El principio (y derecho) de igualdad aparece como límite claro [...] pero no sólo el principio (y derecho) de 
igualdad sino que en general todos los principios constitucionales aparecen como límite para el legislador”. 


Más adelante afirma que la noción de interés general aparece claramente vinculada con el concepto de 
racionabilidad, “en tanto la determinación del alcance de aquella noción y la verificación de si la ley cumple 
con dicha exigencia, deberá practicarse mediante un juicio de racionalidad”. 


Voy a mencionar algunas disposiciones de la ley de ordenamiento territorial que violan el principio de 
separación de poderes: “El ordenamiento territorial” -dice el artículo 3* de la ley N* 18.308- “es una función 
pública que se ejerce a través de un sistema integrado de directrices, programas, planes y actuaciones de las 
instituciones del Estado con competencia a fin de organizar el uso del territorio”. 


Los instrumentos son los siguientes: “a) En el ámbito nacional: Directrices Nacionales y Programas 
Nacionales. b) En el ámbito regional: Estrategias Regionales. c) En el ámbito departamental: Directrices 
Departamentales, Ordenanzas Departamentales, Planes Locales. d) En el ámbito interdepartamental: Planes 
Interdepartamentales. e) Instrumentos especiales”. 


La ley no puede imponer al Poder Ejecutivo que dicte determinadas disposiciones reglamentarias ni a los 
gobiernos departamentales que dicten decretos con fuerza de ley en su jurisdicción. El objeto de las 
directrices nacionales, que constituyen el instrumento general de la política en la materia, está determinado 
detalladamente en el artículo 9” de la referida ley. 


Por otra parte, el artículo 10 de la mencionada ley establece: “El Poder Ejecutivo elaborará y someterá las 
Directrices Nacionales al Poder Legislativo para su aprobación [...]”. En su elaboración intervendrá un 
Comité Nacional, integrado por los ministros vinculados al tema, por el director de la OPP y por el presidente 
del Congreso de Intendentes, que contribuirá a la formulación de las directrices nacionales, como se 
determina en el artículo 76 de dicha ley. 


Al igual que otros instrumentos, la ley que apruebe las directrices nacionales deberá contar con una 
Evaluación Ambiental Estratégica aprobada por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, a través de la Dirección Nacional de Medio Ambiente, en la forma que establezca la 
reglamentación, según el artículo 47 de la ley citada 


Las disposiciones legales que nos han remitido nos merecen las siguientes observaciones. 


En primer lugar, una ley no puede ordenar al Poder Ejecutivo que elabore un proyecto de ley sobre 
determinada materia, porque la facultad de proponer proyectos de ley es una competencia que ejerce según su 
voluntad, tal como faculta el artículo 133 de la Constitución. Ninguna ley puede ordenar al Poder Ejecutivo 
que presente un proyecto de ley y menos aún que dicho proyecto se ajuste a determinado temario, como lo 
hace el artículo 9” del proyecto, al definir el objeto de las directrices nacionales. 


En segundo término, una ley no puede imponer al Poder Ejecutivo que un comité, creado por la propia ley, 
contribuya a la formulación de las directrices nacionales, porque es una competencia exclusiva de los 
ministros del Poder Ejecutivo preparar y someter a consideración superior los proyectos de ley que estimen 
convenientes. 


En tercer lugar, una ley no puede establecer que al elaborar un proyecto de ley, el Poder Ejecutivo deba 
fomentar la participación directa de las entidades públicas con competencia relevante en la materia y la de los 
gobiernos departamentales, como lo hace el segundo inciso del artículo 10 de la ley mencionada, ni observar 
los principios de información, participación, cooperación y coordinación entre las entidades públicas, como 
lo hace el inciso segundo del artículo 8” de la ley mencionada, por las razones precedentemente expuestas. 


En cuarto término, una ley no puede disponer que el Poder Ejecutivo elabore y someta las directrices 
nacionales al Poder Legislativo para su aprobación, porque este no está obligado a aprobar los proyectos de 
ley que le proponga el Poder Ejecutivo, pudiendo no considerarlos y, en caso de que lo hiciere, puede 
modificarlos, adicionarlos o desecharlos. 


En quinto lugar, una ley no puede ordenar al Poder Ejecutivo ni al Poder Legislativo que un funcionario de 
un ministerio apruebe el contenido de un proyecto de ley propuesto por el Poder Ejecutivo o de iniciativa de 
un legislador. Este es un exceso increíble. 


En sexto término, de aprobarse una ley con directrices nacionales, estas son excluyentes de cualquier 
solución contraria establecida en actos jurídicos de menor jerarquía -reglamentos, resoluciones- o de igual 
jerarquía, pero anteriores a su promulgación. 


El artículo 11 de la Ley N* 18.308 establece: “Constituyen Programas Nacionales de Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Sostenible los instrumentos cuyo objetivo fundamental será [...] la coordinación y 
cooperación entre las instituciones públicas en ámbitos territoriales concretos o en el marco de sectores 
específicos de interés territorial nacional.- La elaboración de los Programas Nacionales corresponde al 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente [...], a través de la Dirección Nacional 
de Ordenamiento Territorial, por sí o mediante la elaboración conjunta de este con otros organismos públicos, 
en el marco del Comité Nacional de Ordenamiento Territorial y con el asesoramiento de la Comisión Asesora 
de Ordenamiento Territorial.- Los Programas Nacionales serán elevados al Poder Ejecutivo para su 
aprobación [...)”. 


La ley no puede modificar la Constitución, que establece en el numeral 2%) del artículo 181, entre las 
atribuciones de los ministros: “Preparar y someter a consideración superior los proyectos de ley, decretos y 
resoluciones que estimen convenientes”. Por lo tanto, no puede imponerles que dicten esas normas, y menos 
aún qué funcionario y con qué asesoramiento deberán elaborarlos. A mi juicio, viola el principio de 
separación de poderes. 


El artículo 12 de la Ley N* 18.308 establece: “Constituyen Estrategias Regionales de Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Sostenible los instrumentos de carácter estructural referidos al territorio nacional que, 
abarcando en todo o en parte áreas de dos o más departamentos que compartan problemas y oportunidades en 
materia de desarrollo y gestión territorial, precisan de coordinación supradepartamental para su óptima y 
eficaz planificación.- Las Estrategias Regionales contendrán al menos las siguientes determinaciones [...]”, y 
plantea una nómina de ellas. Con relación a los gobiernos departamentales, es inconstitucional, porque 
lesiona la autonomía de los departamentos. 


El inciso primero del artículo 13 agrega: “Las Estrategias Regionales serán elaboradas mediante un 
procedimiento de concertación formal entre el Gobierno Nacional, representado por el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente [...] y los Gobiernos Departamentales involucrados”. 
Nuestra Constitución no se refiere al “gobierno nacional”. En el artículo 24 se menciona al Estado, a los 
gobiernos departamentales, a los entes autónomos y a los servicios descentralizados. En todo caso, el 
gobierno nacional está compuesto por los tres Poderes -Legislativo, Ejecutivo y Judicial- y por los órganos de 
contralor: Tribunal de Cuentas, Tribunal de lo Contencioso Administrativo y Corte Electoral. De manera que 
el gobierno nacional no puede estar representado por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente. El presidente de la República es quien ejerce la representación del Estado en el interior y 
en el exterior, tal como establece el artículo 159 de la Constitución. La ley no puede modificar la 
representación del Estado, ni indicar qué ministro celebrará convenios con los gobiernos departamentales. La 
ley no puede establecer el contenido de los convenios sin invadir la competencia propia del Poder Ejecutivo. 


Voy a enumerar algunas disposiciones de la ley de ordenamiento territorial que lesionan la autonomía 
departamental. 


En primer lugar, el artículo 14 de la Ley N* 18.308 establece que la competencia en materia de ordenamiento 
territorial que se le atribuye a los gobiernos departamentales será ejercida mediante la elaboración, 
aprobación e implementación de los instrumentos establecidos en esa ley, en el marco de la legislación 
aplicable. A mi juicio, esta exigencia viola la autonomía legislativa, administrativa y ejecutiva de los 
gobiernos departamentales, según lo establecen los artículos 273, 274, 275 y 281 de la Constitución. 


En segundo término, el artículo 23 de la Ley N” 18.308 establece: “El Intendente elaborará y someterá los 
instrumentos del ámbito departamental a la Junta Departamental respectiva para su aprobación [...]”. La ley 
no puede imponer a los intendentes que elaboren determinados proyectos de decretos ni que los sometan a la 
aprobación de la Junta Departamental respectiva. Por otra parte, estas no están obligadas a considerarlos y 
pueden modificarlos o rechazarlos. 


En tercer lugar, el artículo 24 de la mencionada ley exige que los intendentes pongan de manifiesto, por un 
período no inferior a treinta días, el avance que contengan los principales estudios realizados y los criterios y 
propuestas generales que orientarán la formulación del documento final. La presentación y aprobación de los 
proyectos de decreto que el intendente envíe a la Junta están reguladas en la Constitución y la ley no las 
puede modificar. 


En cuarto término, el artículo 25 exige que las Juntas Departamentales realicen una aprobación previa de los 
proyectos de decreto en materia de ordenamiento territorial, que abran un período de audiencia pública y que 
soliciten al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, antes de la aprobación 
definitiva de los planes locales e instrumentos especiales, un informe sobre la correspondencia del 
instrumento con los demás vigentes y realizar el procedimiento ambiental que corresponda. La ley no puede 
introducir exigencias que no están establecidas en la Constitución, para la aprobación de los decretos de los 
gobiernos departamentales; no puede establecer aprobación previa ni audiencia pública, así como tampoco la 
necesidad de informes previos. Es una intromisión inconstitucional del Poder Ejecutivo que un ministerio 
dictamine sobre la contradicción o no de un proyecto de decreto con los vigentes o establezca el 
procedimiento ambiental correspondiente. 


En quinto lugar, el inciso segundo del artículo 26 dispone: “La omisión de las instancias obligatorias de 
participación social acarreará la nulidad del instrumento de ordenamiento territorial pertinente”. Se refiere a 
la puesta de manifiesto y a la audiencia previa. A nuestro juicio, es inconstitucional obligar a los gobiernos 
departamentales a realizar instancias de participación social, porque se apartan del régimen republicano 
democrático que la nación se ha dado para su gobierno y alteran la regulación constitucional de la aprobación 
de los decretos de los gobiernos departamentales. 


Por otra parte, es jurídicamente imposible anular un decreto con fuerza de ley en jurisdicción de los 
gobiernos departamentales, porque estos solo pueden ser declarados inconstitucionales y desaplicados en el 
caso concreto, por la Suprema Corte de Justicia. 


En sexto término, la Ley N* 18.308 establece que los gobiernos departamentales deben aprobar ordenanzas 
departamentales, directrices departamentales, planes interdepartamentales, planes locales, instrumentos 
especiales, planes parciales, programas de actuación integrada, inventarios, catálogos y otros instrumentos de 
protección de bienes y espacios, con determinado contenido. La ley no puede obligar a los gobiernos 
departamentales a dictar decretos con determinado contenido, porque lesiona la autonomía departamental. 


En séptimo lugar, el inciso segundo del artículo 47 de la Ley N” 18.308 establece: “Los Instrumentos de 
Ordenamiento Territorial deberán contar con una Evaluación Ambiental Estratégica aprobada por el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente [...] a través de la Dirección Nacional 
de Medio Ambiente en la forma que establezca la reglamentación”. Esta disposición lesiona la autonomía del 
departamento. 


En octavo término, el artículo 28 de la ley mencionada exige prever mecanismos de seguimiento, control y 
evaluación técnica y monitoreo ciudadano durante el período de vigencia de los instrumentos de 
ordenamiento territorial y rendir cuenta de su aplicación. No es necesario abundar en explicaciones para 
concluir que esta exigencia lesiona la autonomía departamental. 


Por último, el artículo 74 dispone: “Los Gobiernos Departamentales con la colaboración del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente [...] a través de la Dirección Nacional de 
Ordenamiento Territorial, deberán asegurar que exista la debida coordinación y compatibilidad entre los 
diversos instrumentos del ámbito departamental entre sí y con los instrumentos de los ámbitos nacional y 
regional en lo aplicable”. La lesión a la autonomía legislativa departamental salta a la vista, al dar 
intervención a un ministerio, integrante del Poder Ejecutivo, para enmendar decretos legislativos con fuerza 
de ley en su jurisdicción y exigir compatibilidad con decretos legislativos de otros gobiernos departamentales 
o entre los decretos de un mismo gobierno departamental, ignorando el principio de la derogación tácita de 
las normas posteriores incompatibles con las anteriores. 


Para finalizar con mi exposición, haré un análisis del proyecto de directrices nacionales que tienen a 
consideración. 


El artículo 1* del proyecto establece que se basa en la Ley N* 13.308. A mi juicio, esa ley es inconstitucional 
y, por lo tanto, también lo es el proyecto de directrices nacionales. 


El artículo 2” expresa que las directrices tendrán alcance al territorio nacional. Eso está de más, porque es 
obvio que la ley uruguaya no puede aplicarse a territorios extranjeros. Si con esa expresión se quiere aludir a 
las competencias que los gobiernos departamentales tienen sobre el territorio nacional, es inconstitucional. 


También está de más decir “con alcance a zonas sobre las que la República ejerce soberanía y jurisdicción”, 
porque el ordenamiento territorial no puede aplicarse sobre el océano o los ríos, ni sobre la atmósfera, 
respecto a los cuales ejerce soberanía, porque no son suelo urbano, suburbano o rural. 


El artículo 3%, “Obligatoriedad”, establece: “Sus disposiciones constituyen orientaciones vinculantes para las 
instituciones públicas, entes y servicios del Estado [...]”. Y su concreción será obligatoria para las personas 
públicas y privadas. Utiliza expresiones ajenas al lenguaje de la Constitución, cuyo artículo 24 se refiere al 
Estado, entes autónomos, servicios descentralizados, gobiernos departamentales y órganos del Estado. No se 
sabe cuáles son, concretamente, las instituciones públicas. Si entre ellas se comprende a los gobiernos 
departamentales, es inconstitucional. 


El artículo 3 del proyecto agrega: “Dichas entidades deberán establecer y aplicar medidas concretas para su 
consecución [...]”. La expresión “medidas” es inadecuada, por cuanto los entes y servicios del Estado solo 
pueden dictar resoluciones. 


Sabido es que en materia de planificación hay dos sistemas: la planificación obligatoria y la indicativa. En 
esta última, sus orientaciones no son vinculantes; la unidad planificadora trata de convencer a los demás 
órganos del Estado y a los particulares de que sigan esas orientaciones, inclusive mediante exoneraciones 
tributarias o préstamos, subsidios, etcétera. La planificación obligatoria es la máxima intervención del Estado 
en la economía y en el ordenamiento territorial. Fue aplicada por la Unión de Repúblicas Socialistas 
Soviéticas y por los Estados del este de Europa, así como también por China. Como una superación del 
intervencionismo autoritario, en Francia, después de la Segunda Guerra Mundial, se adoptó el dirigismo, 
mediante operaciones concertadas con los particulares y órganos del Estado y la planificación indicativa, con 
gran éxito, a partir de 1945. También lo aplicaron varios países europeos y los tigres asiáticos: Taiwán, 
Singapur, Corea del Sur, Hong Kong, que obtuvieron un crecimiento económico espectacular. A partir de 
1974, también se aplica el dirigismo en Japón y la planificación indicativa. En China, a partir de 1978, con la 
reforma económica disminuye la planificación obligatoria, que solo se aplica a la producción de bienes de 
interés nacional, a las grandes obras públicas y a actores financieros. El proyecto de directrices nacionales 
adopta la planificación obligatoria. 


El artículo 4” se basa en la Ley N” 18.308; en consecuencia, es inconstitucional. 


El literal a) contiene conceptos indeterminados que otorgan gran discrecionalidad al Poder Ejecutivo y a los 


gobiernos departamentales. Usa expresiones como “calidad de vida”, “integración social”, “ambiente 
sustentable y democrático”, que no se sabe exactamente qué son. 


El literal b) se refiere a instituciones del Estado, utilizando un lenguaje distinto al que utiliza la Constitución. 
Si comprende a los gobiernos departamentales, es inconstitucional. 


El artículo 5” refiere a los objetivos estratégicos. El literal a) contiene conceptos indeterminados, como 
“localización ordenada”, “articulación consistente y sustentable” e “integración y cohesión social en el 
territorio”. Se otorga gran discrecionalidad al Poder Ejecutivo, a los gobiernos departamentales y a los entes 
y servicios del Estado con incidencia territorial. Entre ellos está UTE, que construye subestaciones, coloca 
torres de trasmisión, etcétera; Ancap, que construye estaciones de servicio y oleoductos; Antel, que instala 
torres de comunicaciones y cables de fibra óptica: ANEP, que construye escuelas y liceos; la Udelar, que 
puede construir facultades; ASSE, que puede construir hospitales y policlínicas; el Ministerio del Interior, 
que construye cárceles y comisarías; el Ministerio de Defensa Nacional, que construye cuarteles; el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, que construye carreteras, puentes y edificios. De manera que esta 
disposición abarca prácticamente a todos los organismos del Estado, porque todos ellos tienen incidencia en 
el territorio nacional. 


El literal b) refiere a la localización complementaria de la inversión privada asociada. No entiendo qué quiere 
decir. 


El literal c) refiere a la localización de las actuaciones específicas apropiadas para tal fin. Este es un 
verdadero cheque en blanco, porque esa expresión no quiere decir nada. 


El literal d) emplea conceptos indeterminados como “garantizar el servicio universal y la equidad de acceso”. 
Por ejemplo, garantizar el acceso a las vías férreas sería imposible. 


El artículo 6” convierte al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y a la 
Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial en un superministerio que interfiere con el de Ganadería, 


Agricultura y Pesca, con el de Industria y Energía, con el de Transporte y Obras Públicas, con el de Turismo 
y Deporte, con Antel, con la Agesic. 


El artículo 7* refiere a áreas de uso preferente. Otorga amplia discrecionalidad al Poder Ejecutivo. 
Los artículos 8” y 9” contienen definiciones. 


El artículo 10 contiene conceptos indeterminados. 


Los artículos 11 y 12 dan preferencia a las áreas urbanas en detrimento de las suburbanas y rurales, 
incurriendo en el error que señalan los autores españoles que cité. 


El artículo 13 dispone que no solo los instrumentos de ordenamiento territorial y de desarrollo sostenible 
deberán ajustarse a las directivas nacionales, sino también las políticas sectoriales y los proyectos de 
inversión pública con incidencia territorial, limitando la competencia de los ministerios y de los entes 
autónomos que mencionamos, así como también de los gobiernos departamentales e, inclusive, de la 
Corporación Nacional para el Desarrollo, persona pública no estatal, que construye obras públicas. 


Los artículos 14 y 15 obligan a los gobiernos departamentales a ajustar su legislación a las directivas 
nacionales, violando la autonomía departamental. La ley nacional no puede regular temas de exclusiva 
competencia departamental. 


Los artículos 16 y 17 refieren a los proyectos de inversión. Limitan la competencia de los ministerios, de los 
entes autónomos, de los servicios descentralizados y de los gobiernos departamentales. Lo mismo sucede con 
los artículos 19 a 27, relativos a los criterios, lineamientos y orientaciones generales para suelo urbano y 
suburbano; con los artículos 28 a 30, 31 y 32, relativos al suelo rural; con los artículos 36 a 39, relativos a 
incentivos y sanciones; con los artículos 40 a 44, en cuanto se refieren a los departamentos. 


Reiteramos que la ley debe respetar lo dispuesto en el artículo 262 de la Constitución, por el cual los 
gobiernos departamentales tienen potestad legislativa, ejecutiva y administrativa sobre todo lo concerniente 
al gobierno y la administración de los departamentos, con excepción de los servicios de la seguridad pública. 


Por consiguiente, afirmamos que la determinación que realice la ley de la materia departamental y municipal 
debe ser congruente con el texto constitucional, no pudiendo cercenarle competencias que han sido 
establecidas expresa o implícitamente en la Constitución. 


Esta es mi opinión. Creo que el Poder Legislativo no debería dar aprobación a este proyecto de ley de 
directrices nacionales. 


Estoy a disposición de la Comisión para cualquier pregunta que se desee realizar. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Ha sido muy preciso en su alocución. 
SEÑOR OLIVERA (Nicolás).- Quiero hacer una consulta específica. 


El doctor Daniel Martins expresó que las disposiciones del proyecto constituyen orientaciones vinculantes. 
En cierta forma, eso condiciona todo el proyecto. Ahora, si del dirigismo nos pasamos a un proyecto que 
determine grandes directrices como sugerencia para los gobiernos departamentales, quizás se atenuarían, en 
gran medida, muchas de las observaciones que se han hecho. Quiero saber qué giro se podrá dar al artículo 3" 
del proyecto de ley que estamos tratando, que refiere a la obligatoriedad, a efectos de atenuar las 
consecuencias futuras de los demás artículos. 


SEÑOR MARTINS (Daniel).- En primer lugar, señalo que hay una contradicción entre las palabras 
“orientaciones” y “vinculantes”. Si son orientaciones, son directivas, pero no vinculantes, por cuanto se 
siguen en la medida en que se pueda hacerlo. 


Quiero indicar que ese es el régimen que adoptó Europa. Los ministros de todos los países europeos 
relacionados con la vivienda, el medio ambiente y el ordenamiento territorial han aprobado un documento, 
que es de aplicación voluntaria, llamado: “Estrategia Territorial Europea”. Se trata de un documento 
concertado, voluntario. Sin embargo, ha sido aplicado, porque hay un fondo para el desarrollo de toda Europa 
que da financiamiento a los distintos países a efectos de poner en práctica las orientaciones de este 
documento al que han llegado los ministros de toda Europa. Esa es la fórmula que se utiliza. No es 
vinculante; son orientaciones. 


Si ustedes leen las disposiciones de la Ley N* 18.308, advertirán que es una verdadera guía, un manual, 
orientaciones; se indica el camino para llegar a un mejor desarrollo sostenible y a un ordenamiento territorial. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos profundamente la presencia del doctor Martins. Sin duda, 
toda esta información será objeto de nuestro análisis cuando discutamos el proyecto. 


(Se retira de sala el doctor Daniel Hugo Martins) 


—— Quiero informar que la señora ministra confirmó su presencia en la Comisión para el próximo miércoles 
11 para responder sobre los temas que le planteamos. 


Tenemos pendiente la visita del Congreso de Intendentes. En principio, manejaron la posibilidad de enviar 
técnicos, porque los intendentes estaban ocupados con las inundaciones y demás. Nosotros les dijimos que 
nos interesaba la opinión de los intendentes ya que precisábamos una opinión política y no técnica. Por lo 
tanto, sugirieron la posibilidad de concurrir el miércoles 18 a la hora 13. 


SEÑOR OLIVERA (Nicolás).- Estoy de acuerdo. Simplemente, quiero hacer una sugerencia. Ya que va 
a concurrir la señora ministra, creo que habría que adelantarle que vamos a formularle preguntas 
sobre Dolores. Sabemos que el ministerio va a disponer recursos para la reconstrucción de la ciudad, 
por lo que creo que habría que avisarle que vamos a plantearle alguna interrogante al respecto. 


Por otra parte, voy a trasmitir un pensamiento en voz alta. Teniendo en cuenta que va a concurrir el Congreso 
de Intendentes, sería bueno que la Comisión enviara a las diecinueve intendencias el proyecto que estamos 
considerando y que supieran que estamos abiertos a escuchar sugerencias, sin fijar plazos y sin atarnos a 
esperar respuestas. Digo esto para democratizar aún más la información. El Congreso es un organismo 
independiente de las intendencias y sé que muchos temas que se tratan no llegan a estas. También me gustaría 
que se hiciera extensivo a las Juntas Departamentales, para hacerlo lo más participativo posible. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La visión de las Juntas Departamentales se podría considerar, ya que no 
están nucleadas en un órgano que las represente. Sin embargo, los intendentes tienen el Congreso que 
los representa. Me parece que si eleváramos este proyecto a cada uno de los intendentes desestimaría el 
planteo al Congreso, que es el que los representa. Es como si nosotros recibiéramos a la federación de 
las cooperativas y luego a cada una de ellas separadas. Si bien es importante lo que piense cada 
intendente, uno siempre apunta a la representatividad organizada. 


No me opongo a la propuesta, pero este proyecto está a estudio desde el año pasado y recién lo comenzamos 
a considerar, por lo que pido efectividad. 


SEÑOR RODRÍGUEZ ALVEZ (Edgardo).- Creo que la gente que trabaja en ordenamiento territorial 
en las intendencias sabe que estamos considerando este proyecto, que es público y está en la página del 
Parlamento. Además, trabaja frecuentemente con la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial. 
Si tienen insumos, se los podrán volcar al intendente y él a su vez los llevará al Congreso. 


Considero muy importante la palabra de los técnicos, pero más aún la de quienes tienen responsabilidad 
política. Acabamos de escuchar una exposición técnica. No me siento capacitado para discutir con el doctor 
Martins. Él tiene su visión, pero a veces se tienen que tomar decisiones políticas, por lo que me interesa saber 
qué piensan los intendentes de esta norma. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar la comparecencia del Congreso de Intendentes el miércoles 18. 


(Se vota) 


Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Informo que los agrimensores están dispuestos a concurrir cuando lo dispongamos. 


El diputado Arocena sugirió que visitáramos Dolores. Hablé con la ministra y con el Comité de Emergencia 
para coordinar la visita juntos y no llegar sin saber en qué se está. Sugiero que el miércoles cuando concurra 


la ministra le preguntemos por la ciudad de Dolores y coordinemos juntos la visita, pero no olvidemos que 
viene a exponer sobre OSE, que es el tema central. 


Me acotan de Secretaría que la ministra solicitó exponer sobre el cambio climático, lo que se está haciendo 
en el país al respecto y la Conferencia de París. Digo esto para que dosifiquemos el tiempo de los temas. 


SEÑOR PÉREZ (Darío).- Me interesa el cambio climático, pero más me interesa OSE. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Perfecto, comenzamos con el tema OSE, ya que viene acompañada del 
director, y oportunamente les enviamos las preguntas que surgieron de la Comisión. 


SEÑOR PÉREZ (Darío).- Yo tengo una larga lista de preguntas que voy a plantear ese día. 


SEÑORA RODRÍGUEZ ALVEZ (Edgardo).- Supongo que las preguntas se enviaron para que 
vinieran con la información necesaria, pero ello no quita que se puedan plantear más interrogantes. 


Con respecto a Dolores quiero plantear mi postura personal. En principio, no me gusta ir a mirar a lugares 
donde la gente está pasando mal. Lo conversamos y si consideramos que es de utilidad que la Comisión vaya, 
me sumaría, pero en principio creo que hay que tener cuidado, porque lo que se necesita es ir a trabajar y no a 
mirar. 


De acuerdo a lo acordado en la reunión pasada sobre los terrenos de AFE, nos atrevimos a enviar un mail, 
que supongo habrán recibido, con un resumen de lo que se ha avanzado teniendo en cuenta las opiniones que 
escuchamos sobre este problema. 


(Diálogos) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Los diputados Rodríguez y Arocena quedaron en mandar más insumos a los 
efectos de que Secretaría arme un material de trabajo. Enviaremos a los demás integrantes el aporte 
que hizo el diputado Rodríguez. Es un tema que está en la agenda y lo estamos monitoreando con 
Secretaría. 


No habiendo más asuntos, se levanta la reunión. 


Tí maana dal mia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


